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Bogotá D.C., ocho (08) de marzo de dos mil doce (2012)
Magistrado Ponente: PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO

Radicación No.  270011102000200700160 01
Aprobado Según Acta  No. 012 de la misma fecha.

Rad. FUNCIONARIO EN APELACIÓN

JUEZ PRIMERO LABORAL DEL CIRCUITO DE QUIBDÓ - CHOCÓ, Dr. FRANCISCO ANTONIO MENA CASTILLO.
VISTOS

Procede la Sala Dual Sexta de Decisión de esta Corporación
, a resolver el recurso de apelación interpuesto por el doctor FRANCISCO ANTONIO MENA CASTILLO, en su condición de JUEZ PRIMERO LABORAL DEL CIRCUITO DE QUIBDÓ – CHOCÓ, contra la sentencia del 19 de agosto de Julio de 2011, por medio de la cual, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Chocó, lo sancionó con DOCE (12) MESES DE SUSPENSIÓN EN EL EJERCICIO DEL CARGO, E INHABILIDAD ESPECIAL POR EL MISMO TÉRMINO, en su calidad de Juez  1° Laboral del Circuito de Quibdó – Departamento del Chocó.
HECHOS

La presente investigación se originó en virtud del  oficio No. 21367 del 13 de abril del año 2007, en el cual el doctor EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN, en su condición de Procurador General de la Nación, solicitó se investigaran algunas irregularidades que se venían presentando -entre otros despachos judiciales- en el Juzgado 1º Laboral del Circuito de Quibdó, quienes estaban decretando embargos contra el Departamento del Chocó. 
En el citado informe expresó que “Los embargos afectan cuentas de participación y transferencias, contrariando lo preceptuado en la Constitución Política, la Ley y particularmente la Circular No. 019 del año 2005.” 
Es así como en el presente radicado se investigan las presuntas irregularidades acaecidas al interior del proceso ejecutivo laboral radicado bajo el Número:2006-00418, instaurado por el señor GREGORIO ASPRILLA VALENCIA y otros contra el Departamento del Chocó (fls. 1 a 14 del c.o).
                                 ANTECEDENTES PROCESALES

1. En proveído de julio 23 de 2007, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Chocó, dispuso iniciar la indagación preliminar dentro del proceso de la referencia y por consiguiente ordenó la práctica de algunas pruebas
; providencia notificada personalmente al Ministerio Público
 y por conducta concluyente al funcionario disciplinado
. 

En esta oportunidad se allegaron al proceso las siguientes pruebas procesales: 
a. Se acreditó la calidad del funcionario encartado, a través de certificado
 No. 552 del 31 de julio de 2007, emitido por el Jefe del Área Administrativa en donde se verificó que el doctor FRANCISCO ANTONIO MENA CASTILLO, se ha desempeñado en calidad de Juez 1° Laboral del Circuito de Quibdó desde el 11 de enero de 2005 al 11 de junio de 2007 y desde el 16 de junio de 2007 a la fecha, entendida ésta como 31 de julio de 2007.

b. Certificación No.01 de octubre 19 de 2011, expedida por la Secretaría Judicial de esta Corporación, en donde se registraron las siguientes sanciones al funcionario cuestionado:

· Suspensión de dos (2) meses en el ejercicio del cargo mediante sentencia del 30 de junio de 2010; radicado 2005 00134 01. 
· Suspensión de doce (12) meses en el ejercicio del cargo a través de sentencia del 21 de abril de 2010; radicado 2005 00139 01. 
· Suspensión de dos (2) meses en el ejercicio del cargo mediante sentencia del 23 de junio de 2010; radicado 2005 00150 01.
· Suspensión de dos (2) meses en el ejercicio del cargo mediante sentencia del 15 de diciembre de 2010; radicado 2005 00152 01.
· Suspensión e inhabilidad de doce (12) meses en el ejercicio del cargo por sentencia proferida el 21 de abril de 2010,radicado 2005 00183 01.
· Suspensión de doce (12) meses en el ejercicio del cargo mediante sentencia del 25 de mayo de 2011. Radicado 2006 00112 01.
· Suspensión de doce (12) meses en el ejercicio del cargo mediante sentencia del 24 de agosto de 2011. Radicado 2007 00022 01.
· Suspensión de doce (12) meses en el ejercicio del cargo mediante sentencia del 22 de junio de 2011. Radicado 2007 00026 01.
· Suspensión de dos (2) meses en el ejercicio del cargo mediante sentencia del 4 de agosto de  2010. Radicado 2007 00030 01.
· Suspensión de doce (12) meses en el ejercicio del cargo mediante sentencia del 11 de mayo de 2011. Radicado 2007 00034 02.
· Suspensión de dos (2) meses en el ejercicio del cargo mediante sentencia del 11 de agosto de 2010. Radicado 2007 00042 01.
· Suspensión de doce (12) meses en el ejercicio del cargo mediante sentencia del 28 de septiembre de 2011.Radicado 2007 00043 01.
· Suspensión de doce (12) meses en el ejercicio del cargo mediante sentencia del 13 de abril de 2011. Radicado 2007 00124 01.
· Suspensión de doce (12) meses en el ejercicio del cargo mediante sentencia del 29 de septiembre de 2011.Radicado 2007 00125 01.
· Suspensión de doce (12) meses en el ejercicio del cargo mediante sentencia del 30 de septiembre de 2011.Radicado 2007 00162 01. 
· Suspensión de dos (2) meses en el ejercicio del cargo mediante sentencia del 23 de junio de 2010.Radicado 2007 00163 01.
· Suspensión de dos (2) meses en el ejercicio del cargo mediante sentencia del 19 de agosto de 2010. Radicado 2007 00169 01.
· Suspensión de dos (2) meses en el ejercicio del cargo mediante sentencia del 23 de julio de 2010.Radicado 2007 00179 01.
· Suspensión de doce (12) meses en el ejercicio del cargo mediante sentencia del 7 de julio de 2011.Radicado 2007 00182 01.
· Suspensión de doce (12) meses en el ejercicio del cargo mediante sentencia del 23 de junio de 2010.Radicado 2007 00185 01.
· Suspensión de doce (12) meses en el ejercicio del cargo mediante sentencia del 26 de mayo de 2010.Radicado 2007 00187 01.
· Suspensión de doce (12) meses en el ejercicio del cargo mediante sentencia del 29 de septiembre de 2011.Radicado 2007 00188 01.
· Suspensión de doce (12) meses en el ejercicio del cargo mediante sentencia del 1 de septiembre de 2010.Radicado 2007 00189 01.
· Suspensión de doce (12) meses en el ejercicio del cargo mediante sentencia del 21 de julio de 2011.Radicado 2007 00190 02.
· Suspensión de doce (12) meses en el ejercicio del cargo mediante sentencia del 7 de julio de 2011.Radicado 2007 00192 01.
· Suspensión de doce (12) meses en el ejercicio del cargo mediante sentencia del 30 de junio de 2011.Radicado 2007 00206 02.
· Suspensión de dos (2) meses en el ejercicio del cargo mediante sentencia del 20 de septiembre de 2010.Radicado 2007 00215 01.
· Suspensión de doce (12) meses en el ejercicio del cargo mediante sentencia del 12 de septiembre de 2011.Radicado 2007 00232 01. 

c)  Diligencia de versión libre y espontánea, rendida de manera escrita
,  por el doctor FRANCISCO MENA CASTILLO, en la que justificó su actuar indicando que efectivamente decretó el embargo de recursos del Departamento del Chocó, a pesar de encontrarse dicho ente en proceso de reestructuración de pasivos, con fundamento en lo preceptuado por el artículo 34 numeral 9º de la Ley 550 de 1990, cuya transcripción literal realizó. 
Agregó que adoptó tales decisiones por cuanto consideró que la citada norma permite el cobro ejecutivo de todas las acreencias causadas con posterioridad a la iniciación de la negociación y así fue interpretado por su superior funcional, el Tribunal Superior de Quibdó, como lo demuestran las sentencias de segunda instancia que aportó como pruebas. 

Aseveró que, “no puede derivarse responsabilidad disciplinaria y mucho menos penal para un funcionario judicial por el hecho de que en el libre ejercicio de la autonomía funcional que le otorga la Constitución, decida que norma aplicar a un caso concreto y cómo interpretarla. Máxime cuando la interpretación que adopta es la que sus superiores de instancia han aplicado en el curso de la segunda instancia.”

Indicó además que en tratándose de acreencias laborales no se exige, imputación presupuestal, ni el término de 18 meses, pues según la Corte Constitucional “exigirlo sería tanto como premiar al empleador moroso a expensas de los derechos del trabajador”
Sobre la embargabilidad de los recursos procedentes del Sistema General de Participaciones, expresó que en el caso concreto, el ejecutado no informó al Juzgado, como lo han hecho otros entes, sobre la existencia en su presupuesto de un rubro destinado al pago de sentencias o conciliaciones, con fondos o recursos suficientes para cubrir el respectivo crédito; por tanto, era perfectamente viable embargar los recursos de la participación respectiva.

Depuso también que los recursos girados al Fondo de Prestaciones del Magisterio, son recursos del Sistema General de Participaciones, que no hacen unidad de caja con los demás recursos del presupuesto, no siendo entonces recursos de la entidad y por tanto, son embargables.

Finalmente, solicitó tener en cuenta que por estos hechos se adelantaron investigaciones penales ante la Unidad de Fiscalías Delegadas, ante la Corte Suprema de Justicia y ante el tribunal Superior de Quibdó, siendo decretadas resoluciones inhibitorias sobre ellas.
d) Diligencia de inspección judicial practicada al proceso ejecutivo laboral No. 2006-00148
, por el Magistrado de instancia, en donde indicó:

... “folios 3 a 5 se observa demanda ejecutiva laboral de menor cuantía, presentada en la oficina de apoyo judicial el 5 de septiembre de 2006, por la cual se pretende que se libre mandamiento ejecutivo a favor de los demandantes por la suma de $8.795.562, y se solicita que se decreten medidas cautelares. Los hechos que suscitaron la presente se resumen en razón a que los demandantes prestaron sus servicios a ordenes del FED laborando como docentes en el municipio de Ungüía y al término de la relación laboral no se les cancelaron a los demandantes unas sumas de dinero, los cuales fueron reconocidos en certificación expedida por el pagador del Departamento...

(...)

 A folio 16 auto interlocutorio 958 del 13 de septiembre de 2006 por el cual se admite la demanda laboral de única instancia presentada por el señor GREGORIO ASPRILLA VALENCIA y OTROS y se reconoce personería al apoderado de los demandantes... 

(...)

De folio 18 a 20 aparece auto interlocutorio 1602 del -18 de septiembre de 2006, por el cual se libra mandamiento ejecutivo de pago a favor de cada uno de los demandantes por la suma de $8.795.562 de pesos más los intereses desde el día que se hizo exigible la obligación. Se decreta el embargo y retención de los dineros que a cualquier título tenga o llegare a tener la entidad demandada en los bancos Popular, Agrario, Bogotá, Av villas y Gran Ahorrar en el porcentaje permitido por la ley, sin exceder la suma de $ 15.000.000,00...

 A folio 21 y 22 oficio 1488 del 18 de septiembre de 2006 por el cual se comunica la anterior medida a las entidades bancarias... 

(...)

 De folio 24 a 29 escrito de excepciones de fecha 26 de octubre de 2006 que presenta el apoderado de la parte demandada por ilegitimidad y deficiencia de los títulos que se presentan como base de recaudo, y porque el Departamento se encuentra en Acuerdo de Reestructuración de Pasivos. 

A folio 30 auto de sustanciación 1743 del 26 de octubre de 2006 por el cual se corre traslado del escrito de excepciones a la parte ejecutante. 

(...)

De folio 48 a 50 acta de audiencia de excepciones de fecha 6 de febrero de 2007, donde se declara no probadas las excepciones propuestas por el ejecutado dentro del proceso de la referencia, se aprueba la liquidación del crédito y se fijan las agencias en derecho... 

(...)

 A folio 56 título ejecutivo del 12 de febrero de 2007 a favor del Dr. DAVID DARÍO DÍAZ PALACIOS, por valor de $ 11.790.068. A folio 57 obra escrito del doctor DÍAZ PALACIOS de fecha 29 de marzo de 2007 donde comunica que lo pagado no satisface a cabalidad el valor de lo liquidado, y por tanto solicita, adicionar a la medida, para el pago total de la obligación. A folio 58 interlocutorio 697 del 26 de abril de 2007, se accede a la anterior solicitud y en tal virtud y en tal razón se adiciona en $3.500.000, sin exceder $18.500.000. A folios 59 oficio N° 606 de fecha 26 de marzo de 2007 donde se comunica la anterior medida...

(...)

A folio 66 interlocutorio 1259 de fecha 17 de julio de (2007) por el cual el Juez Primero Laboral del Circuito de Quibdó, se declara impedido para seguir conociendo el presente proceso, por cuanto mediante providencia del 4 de junio de 2007 el Tribunal Superior de Quibdó aceptó la recusación formulada por el Gobernador del Chocó. HASTA AQUÍ TODAS LAS ACTUACIONES FUERON ADELANTADAS Y SIGNADAS POR EL DR. FRANCISCO ANTONIO MENA CASTILLO en calidad de Juez Primero Laboral del Circuito...

(...)

A folio 75 auto interlocutorio N° 45 de fecha 24 de enero de 2008 (por la cual se declara terminado definitivamente el presente proceso por pago total de la obligación...”
2. En providencia del 5 de agosto de 2010, el Seccional de instancia decretó apertura de investigación disciplinaria, en contra del doctor CASTILLO MENA en su condición de Juez 1° Laboral del Circuito de Quibdó,
 decisión que le fue notificada personalmente al disciplinado y su apoderado el 17 de agosto de 2010
.
3. El  21 de octubre de 2010, mediante providencia aprobada por acta No. 29 de la misma fecha, la Sala de instancia formuló pliego de cargos, en contra del doctor FRANCISCO ANTONIO MENA CASTILLO, en su condición de Juez 1° Laboral del Circuito de Quibdó, por presunta transgresión al numeral 1° del artículo 153 de la ley 270 de 1996, por no dar aplicación al artículo 58 numeral 13 de la Ley 550 de 1999, artículos 18 e inciso primero del artículo 91 de la Ley 715 de 2001, artículo 19 del Decreto 111 de 1996 y 63 de la Constitución Nacional, conducta que se calificó como gravísima a título de Dolo
. 
Para arribar a la resolutiva consideró el A quo:
...” En este orden de ideas, tenemos que el doctor FRANCISCO ANTONIO MENA CASTILLO, en su condición de Juez Primero Laboral, adelantó el proceso ejecutivo laboral 2006 - 00418 donde aparece como demandante el señor   GREGORIO   ASPRILLA   VALENCIA   y   OTROS   en   contra   del DEPARTAMENTO DEL CHOCÓ, encontrándose este ente territorial bajo acuerdo de reestructuración de pasivos suscrito el 27 de noviembre de 2001 y fenecido sólo hasta el 23 de julio de 2007, con lo que efectivamente se desconoció el mandato legal consagrado en el artículo 58 numeral 13 de la Ley 550 de 1999 que prohíbe la iniciación de procesos ejecutivos y decreto de embargos en contra de las entidades sometidas a tal Acuerdo, porque dicha disposición, como oportunamente se lo hizo saber dentro del trámite del referido proceso el apoderado judicial del Ente demandado, tiene prelación sobre el artículo 34 numeral 9o de la misma ley por tratarse de norma posterior de acuerdo a lo mandado por la Ley 57 de 1887, artículo 5o numeral 2o que consagra: "... cuando la disposición tenga una misma especialidad o generalidad, y se halle en un mismo código preferirá la disposición consignada en el artículo posterior...". Situación ésta que no fue acatada por el despacho a cargo del doctor MENA CASTILLO, causando con ello detrimento económico a la Entidad, por lo que no son de recibo las exposiciones hechas por el funcionario encartado en su escrito de versión libre...

(..)

.De cara a la inembargabilidad de los recursos del SISTEMA GENERAL DE PARTICIPACIONES, tenemos que las acreencias laborales demandadas, si bien se generaron por servicios prestados por los demandantes al sector educativo, se aprecia en el libelo genitor que al decretarse el embargo de dichos recursos, éste no se limitó al porcentaje permitido jurisprudencialmente, esto es, a la tercera parte de los recursos que por tal concepto se transfieren al Departamento, sino que la medida de embargo recayó sobre el 100% de los dineros correspondiente al rubro de educación, lo que claramente demuestra una grave afectación de lo percibido por el departamento por concepto del Sistema General de Participaciones, contrario de manera ostensible lo normado por el inciso 1o del artículo 91 de la Ley 715 de 2001, declarado exequible mediante sentencia C-566 de 2003...

(...)

La calificación de gravísima de la falta imputada al disciplinado se hace, en primera medida, en razón de que en el trámite del proceso ejecutivo laboral radicado bajo el número 2006 - 00418, adelantado en el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Quibdó por Gregorio Asprilla Valencia y otros en contra del Departamento del Chocó de conformidad con el artículo 230 de la Constitución Nacional, estaba sometido al imperio de la ley, la que desconoció de acuerdo a las consideraciones hechas en esta providencia y en segundo término, por cuanto como está acreditado dentro del plenario el disciplinado registra al 11 de agosto de 2010 cinco (5), sanciones disciplinarias sin que hayan transcurrido los cinco (5) años de que habla el parágrafo 2o del artículo 48 de la ley 734 de 2002...

(...)

Para el caso que nos ocupa, y respecto a la conducta desplegada por el servidor judicial disciplinable, en el trámite del proceso ejecutivo en cuestión, la forma de culpabilidad es DOLOSA, por cuanto de manera conciente y voluntaria desconoció las normas citadas precedentemente, las cuales son de estricto cumplimiento y que dentro del trámite del proceso ejecutivo le fueron puestas en conocimiento por el asesor jurídico del Departamento del Chocó, requerimientos que no fueron atendidos por el encartado.
El artículo 43 de la Ley 734 de 2002 establece los criterios para determinar la gravedad o levedad de la falta, de los cuales resulta aplicable para el caso que concita nuestra atención, los numerales 1o y 2o que contemplan el grado de culpabilidad y la naturaleza esencial del servicio. El inculpado doctor FRANCISCO ANTONIO MENA CASTILLO, titular del Juzgado Primero Laboral del Circuito de Quibdó, tenía pleno conocimiento de las normas que orientan el trámite de los procesos ejecutivos laborales, que el Departamento del Chocó estaba sometido al acuerdo de reestructuración de pasivos en el marco de la Ley 550 de 1999, acerca de la inembargabilidad de los recursos del Sistema General de Participaciones, sin embargo, tramitó dicho proceso contra el demandado ente territorial, ocasionando al mismo grave detrimento económico a su patrimonio...”

4. Notificado en debida y legal forma
, el disciplinado presentó escrito de descargos en los que manifestó:

...” En primer lugar, la tesis aplicada por el Despacho en el caso concreto es la de la procedencia de los embargos en contra del Departamento del Chocó, con fundamento en el artículo 34-9 de la Ley 550 de 1999, tesis adoptada por el Tribunal Superior de Quibdó, como lo demuestran las sentencias de segunda instancia que se aportan como prueba a la investigación; luego, si habría lugar a derivarse alguna responsabilidad para un funcionario judicial por el hecho de que en el libre ejercicio de la autonomía funcional que le otorga la constitución, decida qué norma aplicar a un caso concreto y corno interpretarla, ella, sería atribuible al Honorable Tribunal Superior de Quibdó, toda vez que los Jueces Laborales del Circuito de Quibdó aplicamos la tesis de nuestros superiores funcionales, según la cual, son procedentes los embargos contra el Departamento del Chocó con fundamento en el artículo 34-9 de la Ley 550 de 1999...

(...)

Acreditado como se encuentra el convencimiento del suscrito de no estar incurso en ningún tipo de falta, en tanto mi conducta estuvo en todo momento determinada por los plurales pronunciamientos de la Sala Única del Tribunal Superior de Distrito Judicial de Quibdó, es de predicar a mi favor la causal de exoneración de responsabilidad que contrae el numeral 6o del artículo 28 de la Ley 734 de 2002.
Ha precisado la Corte Constitucional que la violación no puede imputarse al funcionario judicial como en mi caso, al haber obrado en consonancia con lo que sobre el tema había resuelto el Tribunal Superior de Quibdó, al pronunciarse sobre las apelaciones, en tanto, cumplí con mi deber de acatar las directrices de mi superior funcional, en obedecimiento del precedente vertical que me imponía resolver a tono con la jurisprudencia de la Sala Única.
La anterior situación evidencia que para el sub examine, se encuentran acreditados los elementos del defecto por error inducido, en tanto: "...el defecto en la providencia judicial es producto de la inducción al error de que es víctima el juez de la causa. En este caso, si bien el defecto no es atribuible al funcionario judicial, la actuación judicial resulta equivocada"1; y, en otra oportunidad, "un funcionario judicial incurre en una vía de hecho por consecuencia cuando: (i) la decisión judicial se base en la apreciación de hechos o situaciones jurídicas, en cuya determinación los órganos competentes hayan violado derechos constitucionales, y (ii) tiene como consecuencia un perjuicio iusfundamental..."2.
Por ello, en la medida en que el lenguaje de la Corte Constitucional fue modificándose y la jurisprudencia pasó del concepto de vía de hecho como supuesto de procedencia de la acción de tutela al de defectos o causales de procedibilidad de la acción, se incorporó la expresión error inducido que expresa con mayor claridad el hecho de que en este defecto la actuación del funcionario accionado no es lo que ocasiona la vulneración de derechos fundamentales. La autoridad judicial, en cambio, es inducida a error por conductas, hechos o fallas atribuibles a otros órganos del Estado.3
(...)

En segundo lugar, con todo respeto señora Magistrada no es cierto que el despacho haya ordenado el embargo del 100% de los recursos de una determinada cuenta de la administración departamental, pues es costumbre del despacho a mi cargo que todos los años se fije un tope o porcentaje a aplicar a las medidas de embargo de un determinado ente territorial y se oficia a los diferentes bancos de la ciudad, tope que generalmente se fija entre un 16% y el 28%, es decir, por debajo del porcentaje autorizado por la ley.
El porcentaje a retener señora Magistrada no se determina en el auto que libra el mandamiento de pago, sino en los oficios que se envían a los bancos, por eso le solicito con todo respecto, revisar en los diferentes expedientes los oficios que se envían a los bancos o en su defecto oficiar a los bancos para que estos certifiquen si el Juzgado les ha indicado cual es el porcentaje a retener en las diferentes cuantas de las entidades territoriales, para de esta manera evitar señalamientos totalmente injustificados, como en el caso presente... 

5. Por auto de diciembre 15 de 2010, el seccional, realizó la variación de cargos al doctor FRANCISCO ANTONIO MENA CASTILLO, en su condición de Juez 1° Laboral del Circuito de Quibdó, en el sentido de que la falta imputada se calificó como grave por incumplimiento a sus deberes, pero al tenor del artículo 50 de la Ley 734 de 2002, fue calificada a título de dolo.

Fundamentó la variación de los cargos iniciales así: 

...” En el evento que nos ocupa, se tiene que al momento de formular cargos al Dr. FRANCISCO ANTONIO MENA CASTILLO, se le imputó la incursión en falta consagrada en el numeral primero 1o del artículo 153 de la ley 270 de 1996, esto es, por incumplir el deber de "Respetar, cumplir y, dentro de la órbita de competencia, hacer cumplir la Constitución, la ley y los reglamentos..." por no dar aplicación al artículo 58 numeral 13 de la Ley 550 de 1999, artículos 18 e inciso 1o del artículo 91 de la Ley 715 de 2001, artículo 19 del decreto 111 de 1996 y 63 de la Constitución Nacional, falta que se calificó como gravísima al tenor de lo dispuesto en el artículo 48 de la ley 734 de 2002 en su parágrafo 2° según el cual: "Son Faltas gravísimas las siguientes: Parágrafo 2°: También lo será la incursión en la prohibición de que da cuenta el numeral 3 del artículo 154 ibídem cuando la mora supere el término de un año calendario o ante un concurso de infracciones en número superior a diez o haber sido sancionado disciplinariamente en tres ocasiones con anterioridad dentro de los cinco años anteriores.
Esta calificación se dedujo "...en primera medida, en razón de que en el trámite del proceso ejecutivo laboral radicado bajo el número 2006 - 00418, adelantado en el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Quibdó por Gregorio Asprilla Valencia y otros en contra del Departamento del Chocó de conformidad con el artículo 230 de la Constitución Nacional, estaba sometido al imperio de la ley, la que desconoció de acuerdo a las consideraciones hechas en esta providencia y en segundo término, por cuanto como está acreditado dentro del plenario el disciplinado registra al 11 de agosto de 2010 cinco (5), sanciones disciplinarias sin que hayan transcurrido los cinco (5) años de que habla el parágrafo 2° del artículo 48 de la ley 734 de 2002". (FL 83 c.o)
En dicha oportunidad, la Sala pasó inadvertido el hecho de que dicho precepto normativo, por disposición de las Sentencias C-125 de 2003 y C-1076 de 2002, fue declarado parcialmente inexequible, en lo que hace referencia al inciso final del citado artículo, en el cual se señala "...o haber sido sancionado disciplinariamente en tres ocasiones con anterioridad dentro de los cinco años anteriores..."
(...)

Bajo este entendido, deberá modificarse la calificación de la falta que le fuera endilgada al doctor MENA CASTILLO, Juez Primero Laboral de Quibdó con ocasión del trámite del proceso ejecutivo laboral radicado bajo el número 2006 - 00418, donde aparece como demandante GREGORIO ASPRILLA VALENCIA y OTROS en contra del DEPARTAMENTO DEL CHOCÓ, en el que si bien no es posible calificar su actuar como gravísimo con fundamento en lo antes expuesto, si existió una clara inobservancia a la las Leyes que sobre Acuerdo de Reestructuración de Pasivos e Inembargabilidad de los Recursos del Sistema General de Participaciones se encontraban vigentes para el momento del trámite de referido proceso, a las cuales se encontraba sometido de conformidad con el artículo 230 de la Constitución Nacional, lo que a claras luces constituye una inobservancia e incumplimiento a sus deberes funcionales, por lo que la misma será calificada como grave,...”

6. En auto del 24 de febrero de 2011, se decretó período probatorio, durante el cual no se solicitaron ni decretaron nuevas pruebas.
 

7. Mediante auto de junio 28 de 2011, se dispuso correr traslado a los sujetos procesales  para presentar alegatos de conclusión
; notificado el investigado, éste guardó silencio, no así el Ministerio Público quien solicitó proferir fallo sancionatorio y calificó de ajustada a derecho la providencia que levantó cargos en contra del implicado, fundamentando su petición de la siguiente manera.

...” Resulta cuestionable, a la luz de la configuración de un Estado de Derecho, como el nuestro, encontrar providencias o decisiones judiciales como la que concita la atención de este concepto, donde se observa prima facie, la postura particular y subjetiva del investigado, empero desafortunadamente para la Administración de Justicia y la Sociedad, estructurada bajo el manto legal como Juez de la República.
Evidentemente la decisión cuestionada en la presente investigación, no puede tener cabida, ni aceptación, pues deja en entredicho la probidad con que debe actuar el operador jurídico, amén de que se parte de la presunción de que el mismo es una persona capaz, recta, justa ecuánime; por lo que la Constitución delegó en él la facultad de administrar justicia.
En este orden de ideas, tenemos que justamente el investigado deliberadamente incumplió con sus deberes legales, al tramitar el respectivo proceso, el que a prima facie, adolecía de una serie de requisitos que hacían inviable su tramitación y de suyo la obtención favorable de las pretensiones demandadas.
Bajo el presente contexto probatorio se observa claramente que con su actuación el funcionario investigado desconoció deliberada y conscientemente el deber consagrado en el numeral 1o del articulo 153 de la Ley 270 de 1996, al haber inobservado los artículos trazados en el respectivo auto de cargo.-
Bajo las anteriores consideraciones fácticas y jurídicas que estructuran en el plexo disciplinario el respectivo injusto reprochable, resulta claro entonces que la actuación del referido funcionario acredita una clara falta disciplinaria, lo que impone a esta Agencia del Ministerio Publico la solicitud del proferimiento del   correspondiente fallo sancionatorio...”

SENTENCIA APELADA

El Seccional de Instancia, emitió el proveído fechado 19 de agosto de 2011
, por medio del cual decidió sancionar con doce (12) meses de suspensión en el ejercicio del cargo e inhabilidad especial por el mismo término, al doctor FRANCISCO ANTONIO MENA CASTILLO, por haber transgredido el deber consagrado en el artículo 153 numeral 1° de la Ley 270 de 1996 en concordancia con lo reglado en el inciso 1º del artículo 91 de la Ley 715 de 2001, artículo 63 de la C. N., numeral 13º del artículo 58 de la Ley 550 de 1999 y artículo 19 del decreto 111 de 1996.
En sustento de la decisión  consideró:
“Las pruebas allegadas, de las cuales ya se hizo referencia a lo largo de esta actuación, es evidente para la Sala que el funcionario investigado, doctor MENA CASTILLO, se encuentra incurso en la falta al deber consagrado en el numeral 1o del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, por cuanto se estableció que al no haber interpretado la Ley 550 de 1999 integralmente, sino en formas aislada como lo hizo, originó que él mismo desconociera en el proceso ejecutivo laboral 2006 - 00418, originando la retención y entrega de los recursos que el mismo percibe por concepto del Sistema General de Participaciones; ocasionando con ello detrimento al patrimonio económico a los recursos que para la época administraba el Departamento del Chocó, pese a que estas situaciones le fueron puestas en conocimiento por el apoderado judicial del Ente accionado; siendo ésta una de las causas para que el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, a través de la Dirección General de Apoyo Fiscal, el 23 de julio de 2007 diera por terminado el proceso de Reestructuración de Pasivos que el Departamento del Chocó había suscrito con sus acreedores el 27 de noviembre de 2001...

(...)

Al respecto ha venido sosteniendo esta Sala, así como nuestro superior funcional, que el artículo 34 numeral 9o, es de aplicación exclusiva de las empresas llámense privadas o de economía mixta que se sometan a Acuerdos de Reestructuración de Pasivos, a efectos de posibilitar en el tiempo el restablecimiento de la capacidad de pago y la recuperación de la viabilidad financiera; por su parte el artículo 58 numeral 13 de la misma norma, además de ser una norma posterior, es de carácter especial, y solamente aplicable a los entes territoriales, por lo que en relación a las reglas especiales previstas en este artículo, tales como la prohibición de iniciar procesos ejecutivos y decretar medidas cautelares, tanto en la etapa de negociación, como en la ejecución del Acuerdo, y el pago del gasto corriente consagrado en el numeral 7o, corresponde solamente a este tipo de entidades (públicas), situación que es diferente en el proceso aplicable a las entidades privadas, para las que sólo opera la prohibición de iniciar procesos ejecutivos en la etapa de negociación de conformidad con lo dispuesto en el artículo 14 de la Ley 550 de 1999, argumentos que en igual forma, se reitera, le fueron puestos en conocimiento al funcionario judicial, por el Representante judicial del Departamento del Chocó, pero a los cuales el doctor MENA CASTILLO hizo caso omiso.
Se colige de lo anterior, que las características contenidas en la excepción consagrada en el numeral 9o del artículo 34 de la Ley 550 de 1999, guardan relación con las empresas privadas que se sometan a Acuerdo de Reestructuración de Pasivos, toda vez que para éstas, todos los efectos se surten en una sola etapa como lo es la de negociación, en concordancia con el artículo 14 de la ley en cita; situación que no podría ocurrir respecto a las entidades territoriales por cuanto para éstas los efectos se surten en dos etapas, como son la negociación del Acuerdo y la ejecución del mismo, y como es sabido por principios generales del derecho, cuando dos disposiciones contrarias se encuentran en el mismo estatuto, la norma especial prevalece sobre la general y las posteriores a las anteriores, como ocurre en el presente caso...

(...)

De la jurisprudencia disciplinaria transcrita en precedencia, se infiere que la autonomía funcional de los funcionarios judiciales no es absoluta; en consecuencia, cuando el operador judicial en ese ejercicio de la función jurisdiccional interpreta una norma de manera contraria a los mandatos legales, como ocurrió en el caso concreto, esto es, el señor Juez investigado doctor MENA CASTILLO, so pretexto de librar mandamiento de pago y de afectar con medida de embargo unas cuentas que tienen carácter de inembargables, aún más en el estado en que se encontraba el Departamento del Chocó, deviene en falta disciplinaria la actuación del funcionario al desatender los deberes y obligaciones que le imponen la Constitución, la Ley y los Reglamentos, pues en lugar de abstenerse de dar inicio y tramite al proceso ejecutivo laboral 2006 - 00418, adelantó éste hasta su culminación, el 24 de enero de 2008, afectando con ello el proceso de recuperación económica en el que se encontraba el Departamento...

(...)

En este orden de ideas, en el plenario no existe prueba que conlleve a inferir justificación alguna por la conducta omisiva desplegada por el doctor FRANCISCO ANTONIO MENA CASTILLO, en su condición de Juez Primero Laboral de Quibdó, dentro del proceso ejecutivo laboral 2006 - 00418 donde aparece como demandante el señor GREGORIO ASPRILLA VALENCIA y OTROS en contra del DEPARTAMENTO DEL CHOCÓ, por haber adelantado, decretado medidas cautelares y ordenado la entrega de los recursos que percibía el Ente Departamental, encontrándose la entidad ejecutada sometida a Acuerdo de Reestructuración de Pasivos, situaciones todas estas conocidas por el Juez de marras, pero a las cuales hizo caso omiso, circunstancias inexorables para que sean acogidos los argumentos de la Agente del Ministerio Público, la decisión a tomar en la presente investigación disciplinaria, sea la de imponer la correspondiente sanción disciplinaria, por trasgresión al numeral 1o del artículo 153 de la Ley 270 de 1996.”

Finalizó la Sala de instancia realizando la dosificación de la sanción a imponer al inculpado, atendiendo la calificación de la conducta como grave a título de dolo, dando aplicación a lo preceptuado en el numeral 2º del artículo 44 de la ley 734 de 2002, imponiéndole sanción de DOCE (12) MESES en el ejercicio del cargo e INHABILIDAD ESPECIAL por el mismo término, teniendo en cuenta la modalidad de la conducta y el perjuicio ocasionado al Departamento del Chocó, ello con fundamento en los literales a, g, i, del artículo 47 de la misma ley, por cuanto dijo: “en el plenario aparece acreditado que el inculpado doctor MENA CASTILLO, cuenta con antecedentes disciplinarios dentro de los cinco (5) años anteriores a la emisión de la presente decisión…(folio 152 cuaderno original de primera instancia).
IMPUGNACIÓN
La anterior decisión fue notificada personalmente al disciplinado
, quien inconforme con la decisión adoptada, sustentándose en Jurisprudencias de la Corte Constitucional
, precisó la improcedencia de los procesos disciplinarios contra funcionarios judiciales por la libre y autónoma interpretación de la normatividad dentro de la misión constitucional de administrar justicia.

En similar argumento al desplegado en la diligencia de versión libre y espontánea, justificó su actuar indicando que efectivamente decretó el embargo de recursos del Departamento del Chocó, a pesar de encontrarse dicho ente en proceso de reestructuración de pasivos, con fundamento en lo preceptuado por el artículo 39 numeral 9º de la Ley 550 de 1990. 
Nuevamente recalcó que:

...” Pues bien, de acuerdo con la pacífica y reiterada jurisprudencia del Tribunal Superior de Quibdó, cuando se tratara como en el presente caso, de acreencias reconocidas mediante actos administrativos expedidos con posterioridad a la fecha de iniciación del acuerdo de reestructuración de pasivos, era viable la ejecución, pues así lo manifestó de manera expresa y sin lugar a equívocos en reiteradas oportunidades al resolver los recursos de alzadas impetrados por la parte ejecutada como lo demuestran las providencias que se anexan en el acápite de las pruebas.
De manera, que el único delito cometido por los jueces de Quibdó fue el de dar aplicación al precedente de nuestro superior funcional la Sala Única del Tribunal Superior de Quibdó.
Lo interesante del caso es que la Corte * Constitucional precisa que la violación no puede imputarse al funcionario judicial como en mi caso, al haber obrado en consonancia con lo que sobre el tema había resuelto el Tribunal Superior de Quibdó, al pronunciarse sobre las apelaciones, en tanto, cumplí con mi deber de acatar las directrices de mi superior funcional, en obedecimiento del precedente vertical que me imponía resolver a tono con la jurisprudencia de la Sala Única.
La anterior situación evidencia que para el sub examine, se encuentran acreditados los elementos del defecto por error inducido, en tanto: "...el defecto en la providencia judicial es producto de la inducción al error de que es víctima el juez de la causa. En este caso, si bien el defecto no es atribuible al funcionario judicial, la actuación judicial resulta equivocada"1; y, en otra oportunidad, "un funcionario judicial incurre en una vía de hecho por consecuencia cuando: (i) la decisión judicial se base en la apreciación de hechos o situaciones jurídicas, en cuya determinación los órganos competentes hayan violado derechos constitucionales, y (ii) tiene como consecuencia im pequeño ius fundamental...
Indicó además:

...” En el caso concreto, se observa que con fecha 23 de julio de 2007 se dispuso la apertura de indagación preliminar; transcurrieron 3 años y dos meses para que mediante providencia del 5 de agosto de 2010 se ordenara la apertura formal de la investigación disciplinaria, lo cual excede a todas luces el término perentorio de 6 meses que establece el artículo 141 de la ley 200 de 1995, y el artículo 150 de la ley 734 de 2002. (Sentencias C-412 de 1993, C-728 de2000 y C-036 de 2003).

Es curioso que la Sala Disciplinaria imponga sanciones disciplinarias a los jueces por mora en el trámite de los procesos a su cargo. Sin embargo, justifica situaciones de mora tan aberrante como la que se observa en el presente caso, sin que le merezca tan siquiera una compulsa de copias para investigar a los funcionarios comprometidos...” 
Con los anteriores argumentos, solicitó ser absuelto de los cargos endilgados.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Sala Dual Sexta Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura es competente para conocer las apelaciones contra las sentencias emitidas por los Consejos Seccionales de la Judicatura en primera instancia en virtud de lo previsto por el Artículo 256 de la Constitución Política y el Artículo 112 numeral 4° de la Ley 270 de 1996, en concordancia con el artículo 26 literal a) del Acuerdo 075 de 2011.
En acatamiento del principio de limitación, se remitirá la Sala a desatar la alzada con alusión exclusiva a los aspectos materia de inconformidad.

La razón de ser de la jurisdicción disciplinaria, deriva de la necesidad de deslindar el marco normativo de las relaciones de sujeción que subyacen en el ejercicio de la función pública. Por esa razón, el fundamento de la responsabilidad de los servidores públicos deviene, entre otras normas
, del artículo 6 de la Constitución Política:
“…Los particulares sólo son responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las leyes. Los servidores públicos los son por la misma causa y por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones”.
En consecuencia, la infracción disciplinaria siempre supone la existencia de un deber cuyo olvido, incumplimiento o desconocimiento genera la respuesta represiva del Estado, en ese orden de ideas, se deduce que lo que genera el reproche del operador disciplinario al servidor judicial no es propiamente la voluntad de lesionar los intereses protegidos, sino los comportamientos que impliquen cumplimiento incompleto o defectuoso de los deberes de cuidado y eficiencia que se le encomiendan. 

Así, siguiendo la metodología que impone la dogmática y fieles a la tradición sentada por esta Colegiatura en el análisis de la denominada “falta disciplinaria”, tenemos que el primer examen que se impone al operador jurídico es precisar si el hecho que ha llegado a su conocimiento, por cualquier medio, ha tenido real ocurrencia en el mundo naturalístico y si el mismo está o no definido y sancionado en un tipo disciplinario en particular juicio de tipicidad lo que de resultar positivo, conlleva al ejercicio siguiente de la imputación jurídica del hecho como el resultado del obrar doloso o culposo del autor, que se antoja contrario a los deberes funcionales
, en ausencia de una cualquiera de las causales excluyentes de la responsabilidad
. 

Por tal razón, debemos guiarnos por la noción de falta disciplinaria, la cual está definida en el artículo 196  de la Ley 734 de 2002
,  en los siguientes términos:

 “(…) Art. 196.- Faltas Disciplinarias. Constituye falta disciplinaria y da lugar a acción e imposición de la sanción correspondiente el incumplimiento de los deberes y prohibiciones, la incursión en las inhabilidades, impedimentos, incompatibilidades y conflictos de intereses previstos en la Constitución, en la Ley Estatutaria de la  Administración de Justicia y demás leyes. (…)”

El Caso Concreto.

Al doctor FRANCISCO ANTONIO MENA CASTILLO, se le endilgaron las conductas disciplinarias por las cuales se encontró responsable, tal como fueron imputadas en el pliego de cargos de haber incurrido en desconocimiento del deber establecido en el numeral 1º del artículo 153 de la Ley 270 de 1996 en concordancia con lo reglado en el inciso 1º del artículo 91 de la Ley 715 de 2001, artículo 63 de la C.N., numeral 13º del artículo 58 de la Ley 550 de 1999 y artículo 19 del decreto 111 de 1996, las cuales en su tenor literal rezan:

(i).- LEY 270 DE 1996.- 

ARTÍCULO 153. DEBERES. Son deberes de los funcionarios y empleados, según corresponda, los siguientes: 

1. Respetar, cumplir y, dentro de la órbita de su competencia, hacer cumplir la Constitución, las leyes y los reglamentos. 

(…)

(ii).- Ley 715 DE 2001.- 
ARTÍCULO 91.- PROHIBICIÓN DE LA UNIDAD DE CAJA. <Aparte subrayado CONDICIONALMENTE exequible> Los recursos del Sistema General de Participaciones no harán Unidad de caja con los demás recursos del presupuesto y su administración deberá realizarse en cuentas separadas de los recursos de la entidad y por sectores. Igualmente, por su destinación social constitucional, estos recursos no pueden ser sujetos de embargo, titularización u otra clase de disposición financiera.
(iii) Constitución Política de Colombia

ARTICULO 63. Los bienes de uso público, los parques naturales, las tierras comunales de grupos étnicos, las tierras de resguardo, el patrimonio arqueológico de la Nación y los demás bienes que determine la ley, son inalienables, imprescriptibles e inembargables.

(iv).- Ley 550 de 1999.- 

ARTICULO 58. ACUERDOS DE RESTRUCTURACIÓN APLICABLES A LAS ENTIDADES TERRITORIALES.Las disposiciones sobre acuerdos de reestructuración e instrumentos de intervención a que hace referencia esta ley serán igualmente aplicables a las entidades territoriales, tanto en su sector central como descentralizado, con el fin de asegurar la prestación de los servicios a cargo de las mismas y el desarrollo de las regiones, teniendo en cuenta la naturaleza y las características de tales entidades, de conformidad con las siguientes reglas especiales: 
13. Durante la negociación y ejecución del acuerdo de reestructuración,se suspende el término de prescripción y no opera la caducidad de las acciones respecto de los créditos a cargo de la entidad territorial, y no habrá lugar a la iniciación de procesos de ejecución ni embargos de los activos y recursos de la entidad. De hallarse en curso tales procesos o embargos, se suspenderán de pleno derecho. 

(…)

(v) Decreto 111 de 1996

ARTÍCULO   19. Inembargabilidad.  Reglamentado por el Decreto Nacional 1101 de 2007. Son inembargables las rentas incorporadas en el presupuesto general de la Nación, así como los bienes y derechos de los órganos que lo conforman.
No obstante la anterior inembargabilidad, los funcionarios competentes deberán adoptar las medidas conducentes al pago de las sentencias en contra de los órganos respectivos, dentro de los plazos establecidos para ello, y respetarán en su integridad los derechos reconocidos a terceros en estas sentencias.
Se incluyen en esta prohibición las cesiones y participaciones de que trata el capítulo 4º del título XII de la Constitución Política.
Los funcionarios judiciales se abstendrán de decretar órdenes de embargo cuando no se ajusten a lo dispuesto en el presente artículo, so pena de mala conducta (L. 38/89, art. 16; L. 179/94, arts. 6º, 55, inc. 3º).
Para descender al caso que originó la presente investigación, es necesario indicar que, se le endilgó al funcionario disciplinado haber faltado al deber consagrado en el numeral 1° del artículo 153 de la Ley Estatutaria de Administración de Justicia, toda vez que en el trámite del proceso ejecutivo laboral radicado bajo el número 2006-00418 adelantado por GREGORIO VALENCIA ASPRILLA, en contra del ente departamental, en primer lugar, libró mandamiento de pago, decretando medidas cautelares consistentes en embargos sobre las cuentas del Sistema General de Participaciones y ordenando la entrega de títulos judiciales; encontrándose con anterioridad la entidad demandada sometida a acuerdo de reestructuración de pasivos y haber adoptado dichas determinaciones sobre recursos que son inembargables por expresa disposición legal.

Pues bien, conforme al recaudo probatorio allegado al diligenciamiento y como se estableció de la inspección judicial; el disciplinado mediante auto  interlocutorio Nº 1602 de septiembre 18 de 2006, libró mandamiento ejecutivo de pago y decretó el embargo y retención de los dineros que a cualquier título tuviera o llegare a tener la demandada, situación que haciéndose efectiva, se prolongó en el tiempo hasta el 24 de enero de 2008, cuando mediante auto interlocutorio Nº 45, se declaró terminado el proceso por pago total de la obligación. Es de anotar que el funcionario disciplinado estuvo a cargo del proceso hasta el 11 de julio de 2007, cuando con interlocutorio 1259, se declaró impedido para seguir conociendo del caso, por haber sido aceptada la recusación planteada por el Gobernador del Chocó.
Teniendo como referencia las anteriores fechas, podría predicarse que nos encontramos frente a una eventual prescripción de la acción disciplinaria, toda vez que el auto que libró mandamiento de pago y ordenó el embargo de las cuentas de la entidad demandada, se profirió el 18 de septiembre de 2006; superando a la fecha el término de cinco años que otorga la ley para realizar y fallar la correspondiente investigación disciplinaria; no obstante y para el caso que nos ocupa es menester indicar que de acuerdo a lo preceptuado por el artículo 30 de la Ley 734 de 2002, “La acción disciplinaria prescribe en cinco años, contados para las faltas instantáneas desde el día de su consumación y para las de carácter permanente o continuado desde la realización del último acto…”. En este entendido, el término prescriptivo, se contabiliza  hasta el momento mismo que el inculpado tenía la capacidad funcional de restablecer jurídicamente la situación generadora del reproche disciplinario y en tal virtud -para esta Sala Dual- dicha posibilidad se extiende hasta el día en que se declaró impedido para seguir conociendo del caso, esto es el 11 de julio de 2007, situación que permite inferir que el Estado no ha perdido su potestad jurisdiccional para censurar la conducta del funcionario judicial pluricitado.
Así las cosas, y prosiguiendo con el análisis de la sanción impuesta, emerge claro para esta Superioridad que el funcionario judicial incurrió en  la falta endilgada, toda vez, que el embargo decretado sobre las cuentas en las cuales el ente territorial demandado maneja los recursos del sistema general de participaciones, pese a encontrarse en aplicación de las reglas de reestructuración de pasivos, no encuentra justificación a la luz de las normas imputadas, tópico que fue el planteado en el escrito de impugnación interpuesto contra la decisión sancionatoria de primera instancia y que condiciona la competencia de esta Sala a efecto de desatar el recurso de apelación, conforme lo dispone el artículo 171 de la Ley 734 de 2002.

Y es que este Colegiado, ha sentado su precedente respecto al tema de inembargabilidad de las cuentas, motivo por el cual sin mayores elucubraciones se expondrá lo planteado al respecto:
 

En efecto se ha dicho que:

7.1.- Inembargabilidad de las cuentas que manejan recursos provenientes del Sistema General de Participaciones.-

A efecto de contextualizar el sentido integral de la regulación consagrada en la Ley 550 de 1999, impera recordar que dicha normatividad se expidió con la finalidad de establecer “un régimen que promueva y facilite la reactivación empresarial y la reestructuración de los entes territoriales para asegurar la función social de las empresas y lograr el desarrollo armónico de las regiones” en tal sentido –formalmente- se estructuró en el Título V una regulación especial para la reestructuración de pasivos de las entidades territoriales donde se encuentra lo determinado en el numeral 13º del artículo 58 del citado cuerpo normativo, la cual fue demandada y declarada exequible por la Corte Constitucional en la sentencia C-493/02
 donde precisó:

“Examen de constitucionalidad del numeral 13 del artículo 58 de la Ley 550 de 1999. 

4.  De una parte, los demandantes estiman que la norma acusada viola los artículos 2º, 13 y 58 de la Constitución en cuanto desprotege a las personas que tienen en los despachos judiciales créditos laborales o comerciales pendientes para ser cancelados por parte de las entidades territoriales. Por lo anterior, afirman que se crea una desigualdad jurídica y se genera una situación discriminatoria entre los funcionarios y los exfuncionarios territoriales ya que a los primeros se les cancela puntualmente sus salarios mientras que a los segundos se les restringe la opción de obtener embargos judiciales, con lo cual se atenta, así mismo, contra sus derechos laborales adquiridos.  

Sobre el particular, observa la Corte que el numeral 13 demandado debe integrarse con las demás normas del artículo 58 para apreciar su contenido, pues la lectura e interpretación aisladas descontextualizan su propósito en la medida en que aquél numeral hace parte de una serie de medidas integrales que apuntan a un interés común. 

En efecto, tal integración de la norma demandada con otras normas de la Ley 550 se evidencia desde la misma estructuración inicial del proyecto de ley, en donde se postula la improcedencia de los procesos de ejecución o embargo de activos del ente territorial como una norma especial para regular los acuerdos de reestructuración. En este sentido, en la exposición de motivos se señala que para la reactivación de las entidades territoriales se proponen algunas normas especiales, como las siguientes: a) Corresponderá el papel de promotor a quien designe el Ministerio de Hacienda; b) La celebración del acuerdo propenderá por la viabilidad del ente territorial; c) Serán ineficaces los actos o contratos que se celebren incumpliendo las reglas previstas en el acuerdo; d) Se podrá convenir la venta de activos que sean comercializables; e) La celebración y ejecución del acuerdo es un proyecto regional de inversión prioritario; f) El Ministerio de Hacienda determinará las operaciones que puede realizar la entidad territorial luego de la celebración del acuerdo, sin que se vulnere la autonomía constitucional, propendiendo por la continuación en la prestación de los servicios fundamentales; g) Dentro del proceso no procederán los procesos de ejecución o embargo de activos del ente territorial, y h) Las inscripciones legales se harán en el registro que lleve el Ministerio de Hacienda.

Es innegable, por lo tanto, que el numeral 13 adquiere sentido en el entorno creado por la Ley 550 para asumir la recuperación financiera de las entidades territoriales, que les permita atender eficientemente las funciones y servicios a su cargo, con el propósito de conseguir el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes y de promover el desarrollo armónico de las regiones.
 

Así, el artículo 58 de la Ley 550 de 1999 desarrolla la figura según la cual los acuerdos de reestructuración serán aplicables a las entidades territoriales. En este sentido, el artículo 58 es preciso al señalar que “las disposiciones sobre acuerdos de reestructuración e instrumentos de intervención a que hace referencia esta ley serán igualmente aplicables a las entidades territoriales, tanto en su sector central como descentralizado, con el fin de asegurar la prestación de los servicios a cargo de las mismas y el desarrollo de las regiones, teniendo en cuenta la naturaleza y las características de tales entidades, de conformidad con las siguientes reglas especiales”. Para ello dispone de algunas reglas especiales dentro de las cuales está la contenida en el numeral 13, objeto de la acción de inconstitucionalidad que ahora se analiza y en el cual toma las siguientes determinaciones para ser tenidas en cuenta durante la negociación y ejecución del acuerdo de reestructuración que celebren las entidades territoriales: 1ª) se suspende el término de prescripción y no opera la caducidad de las acciones respecto de los créditos a cargo de la entidad territorial; 2ª) no habrá lugar a la iniciación de procesos de ejecución ni embargos de los activos y recursos de la entidad, y 3ª) de hallarse en curso tales procesos o embargos, se suspenderán de pleno derecho. 

Así las cosas, el acuerdo de reestructuración se constituye en un mecanismo temporal de organización financiera, administrativa y contable para las entidades territoriales, que les permita tomar las medidas conducentes a su recuperación y viabilidad institucional. Con esta orientación, el numeral 3 del artículo 58 de la Ley 550 dispone que “En el acuerdo de reestructuración se establecerán las reglas que debe aplicar la entidad territorial para su manejo financiero o para la realización de las demás actividades administrativas que tengan implicaciones financieras”.

Por su parte, el numeral 5 del artículo 58 prescribe que “La venta de activos de propiedad de las entidades estatales que se disponga en virtud del acuerdo de reestructuración se podrá realizar a través de mecanismos  de mercado. El producto de esta enajenación se aplicará en primer lugar a la financiación del saneamiento fiscal de la entidad territorial, amortización de deuda pública si en el acuerdo se ha establecido y a provisión del Fondo de Pensiones”.  

En el mismo sentido, el numeral 7 establece el orden de prioridad para realizar los gastos corrientes de la entidad territorial, conforme con los montos que para el efecto se prevean en el mismo acuerdo, en donde se aprecia que los créditos de los extrabajadores no están desprotegidos ni son desconocidos por la Ley 550 pues precisamente son las obligaciones referentes a las mesadas pensionales las que están en el primer orden de prioridad de gastos. Los demás créditos de los extrabajadores están igualmente clasificados con la denominación “financiación del déficit de vigencias anteriores”, los cuales serán atendidos en el orden que corresponda, en consideración a la clasificación dada por el legislador.
  

Adicionalmente, el numeral 8 del mismo artículo establece que la celebración o ejecución de un acuerdo de reestructuración constituye un proyecto regional de inversión prioritario, con lo cual se resalta el carácter de interés general de las medidas que se adoptan.  

5.  Como se señala en la exposición de motivos, es imprescindible vincular igualmente a las entidades territoriales en la configuración de estrategias para afrontar la crisis y lograr la recuperación económica. Y es que el Estado social de derecho no podrá cumplir sus fines esenciales de estar al servicio de la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución, facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación ni asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo (CP, art. 2º), si uno de sus componentes básicos, las entidades territoriales, no están en condiciones para cumplir las funciones y servicios que les corresponde, pues al ser éstas las encargadas, por principio, de garantizar en nombre del Estado la atención de las necesidades básicas de la población, deberá necesariamente acudirse en su recuperación cuando las circunstancias así lo exijan. Este es precisamente el papel que juega la Ley 550: la recuperación financiera de las entidades territoriales que se encuentren en serias dificultades para atender sus obligaciones con la población y con sus acreedores (s.f.t.). 

El acuerdo de reestructuración no constituye entonces una forma de extinción de las obligaciones y créditos a cargo de las entidades territoriales que acudan a él. Por el contrario, su pretensión es la de recuperar la entidad y organizar el pago de las obligaciones con sus acreedores
(s.f.t.). 
Por lo tanto, no puede simplificarse el alcance de la norma demandada para afirmar que con ella lo que se hace es vulnerar los derechos de los extrabajadores de las entidades territoriales al no permitir la iniciación de procesos de ejecución ni de embargos de los activos y recursos de la entidad, con la consecuente suspensión de los términos de prescripción y la orden para que no opere la caducidad de las acciones respecto de los créditos a cargo del departamento, distrito o municipio, porque se genera una situación de desigualdad injustificada frente a los empleados activos, quienes sí perciben puntualmente su remuneración. 

Nada más alejado de la finalidad de la norma demandada y de la realidad administrativa territorial por cuanto, contrario a lo afirmado por los actores, las entidades territoriales que celebren los acuerdos de reestructuración son precisamente aquéllas que no están en condiciones de atender sus obligaciones con ningún acreedor en particular ni tampoco de efectuar el pago oportuno de los salarios a sus empleados, pues su crítica situación financiera y de déficit fiscal no les permite ningún margen de maniobra.
 

Así entonces, las medidas del numeral 13 en referencia, es decir, la suspensión de términos de prescripción, la no operancia de la caducidad de las acciones respecto de los créditos a cargo de la entidad territorial, la no iniciación de procesos de ejecución ni embargos de los activos y recursos de la entidad, y la suspensión de tales procesos o embargos, lejos de configurar la vulneración del derecho a la igualdad, el incumplimiento de las obligaciones del Estado y el desconocimiento de derechos adquiridos de los extrabajadores, son medidas razonables y proporcionadas, coherentes con la finalidad de la Ley 550 y con la necesidad de recuperación institucional de las entidades territoriales, encargadas de garantizar la atención de las necesidades básicas de la población. Además, estas medidas no constituyen una forma de extinción de las obligaciones a cargo de los departamentos, distritos y municipios sino un mecanismo para poder cumplir con ellas, en la medida en que se recupere la capacidad de gestión administrativa y financiera de la respectiva entidad territorial. De esta forma, considera la Corte que el legislador atiende adecuadamente la tensión que pudiese existir entre la prevalencia del interés general y los derechos que asisten a los acreedores del respectivo ente seccional o local que, en aplicación de la Ley 550, acude a un acuerdo de reestructuración (s.f.t.). 

6.  De otra parte, con la norma acusada tampoco se vulnera el derecho de acceso a la administración de justicia para el caso específico de los extrabajadores acreedores de las entidades territoriales que celebren el acuerdo de reestructuración, pues ellos disponen de la oportunidad y del escenario garantizado por la Ley 550 para ver atendidos sus créditos. “Así las cosas, resulta adecuada esta concepción no judicial del denominado ‘acuerdo de reestructuración’, el cual se negocia dentro de un marco legal debidamente divulgado, con un plazo definido, y que reserva entonces al juez para que intervenga cuando realmente se requiere, esto es, cuando se presentan controversias acerca de la eficacia del acuerdo celebrado, o de algunas de sus cláusulas, respecto del incumplimiento o sobre eventuales acciones revocatorias o de simulación de determinados actos del empresario (...).  El acuerdo que se celebre de conformidad con la ley vincula al empresario y a todos sus acreedores, y surte efectos legales por el hecho de su celebración, sin necesidad de aprobación judicial alguna”.
 En este sentido, la norma demandada armoniza igualmente con lo dispuesto en los numerales 10, 11 y 15 del artículo 58 de la Ley 550.
 

7.  Por lo anterior, para evitar otorgar alcances legislativos diferentes al numeral 13 acusado, hay que armonizarlo con las demás reglas de derecho consagradas en el artículo 58 de la Ley 550. A partir de esta integración se aprecia que la norma demandada, por sí, no desprotege a las personas que tienen créditos pendientes, en tanto en este artículo existe otro numeral que establece un orden de prelación para realizar los pagos a cargo de las entidades territoriales que celebren un acuerdo de reestructuración y uno más que condiciona el destino de los recursos que perciba la entidad. Tampoco consagra el numeral 13 que a los exempleados se les desconozca el pago de sus acreencias pues, según el numeral 7, son los pensionados los primeros en el orden de prelación de pagos y los demás acreedores laborales también están allí debidamente clasificados. Por lo tanto, no es acertado afirmar que se vulnera el derecho a la igualdad o se desconocen los derechos laborales adquiridos porque a los empleados se les paga puntualmente y a los exempleados no, pues las entidades territoriales que celebran estos acuerdos son aquellas que en general no tienen capacidad de pago a ninguno de sus acreedores, sean ellos empleados, exempleados u otros acreedores (s.f.t.). 

De otra parte atendiendo el marco normativo imputado, se tiene que de cara a la cuenta bancaria embargada por el juez, se le imputó como lesionado el artículo 18 de la Ley 715 de 2001, donde se establece que los recursos provenientes del Sistema General de Participaciones “no podrán ser objeto de embargo, pignoración, titularización o cualquier otra clase de disposición financiera”, norma que fue declarada constitucional de manera condicionada en la sentencia C-793/02, donde concluyó previo el análisis sistemático de las normas que regulan la materia que:

“6. […] la Corte ha sostenido que el principio de la inembargabilidad tiene sustento constitucional en la protección de los recursos y bienes del Estado y en la facultad de administración y manejo que a éste compete, lo cual le permite asegurar la consecución de los fines de interés general, hacer efectivos materialmente los derechos fundamentales y, en general, cumplir los diferentes cometidos estatales.
 

El principio de inembargabilidad aparece consagrado formalmente en el artículo 63 de la Constitución en los siguientes términos: 

Los bienes de uso público, los parques naturales, las tierras comunales de grupos étnicos, las tierras de resguardo, el patrimonio arqueológico de la Nación y los demás bienes que determine la Ley, son inalienables, imprescriptibles e inembargables.

Según este precepto, la Constitución señala, con carácter indicativo, algunos de los bienes inembargables y asigna a la ley la determinación de "los demás bienes" que no serán sometidos a medidas ejecutivas de embargo y secuestro cuando se adelante proceso de ejecución contra entidades y organismos estatales.
 

Por ende, al establecer en el artículo 19 del Estatuto Orgánico del Presupuesto que “las cesiones y participaciones de que trata el capítulo 4 del título XII de la Constitución Política” son inembargables, debe entenderse que esta norma ha sido expedida en desarrollo de la atribución dada por el artículo 63 Superior. En el mismo sentido, el artículo 684 del Código de Procedimiento Civil contempla, por vía enumerativa, catorce hipótesis de inembargabilidad y advierte que la lista se adopta con carácter adicional a la relación de “los bienes inembargables, de conformidad con leyes especiales”.    

7.  De acuerdo con lo expuesto, la norma acusada (art. 18 de la Ley 715), al disponer la inembargabilidad de los recursos que las entidades territoriales reciban del Sistema General de Participaciones con destino al sector educativo, constituye un desarrollo legislativo razonable del mandato contenido en el artículo 63 de la Constitución.  Esto es así en tanto la protección de los recursos del Sistema General de Participaciones destinados al sector educativo tiene como finalidad el cumplimiento de las funciones sectoriales a cargo de las entidades territoriales y, por ello, no pueden estar sujetos a la eventualidad de medidas cautelares que impidan la ejecución de los correspondientes planes y programas. 
 

Además de la finalidad de interés general involucrada en aquella medida del legislador, debe considerarse que el acreedor de las entidades mencionadas no queda desprotegido puesto que la inembargabilidad no se extiende a la totalidad de los bienes de las entidades territoriales, sino que tal forma de protección dada por la norma acusada se limita a los dineros del Sistema General de Participaciones. No puede desconocerse tampoco que el hecho de prohibir el embargo de determinados recursos no hace ilusorio el derecho a reclamar el pago, pues las obligaciones subsisten y el procedimiento de cobro puede llevarse a cabo aunque no sea procedente la medida cautelar.

(…) 

8.  De acuerdo con las precedentes consideraciones, se declarará la exequibilidad del aparte demandado del artículo 18 de la Ley 715, bajo el entendido que los créditos a cargo de las entidades territoriales por actividades propias del sector educación (L. 715, art. 15), bien sea que consten en sentencias o en otros títulos legalmente válidos, deben ser pagados mediante el procedimiento que señale la ley y que transcurrido el término para que ellos sean exigibles, es posible adelantar ejecución, con embargo de recursos del presupuesto –en primer lugar los destinados al pago de sentencias o conciliaciones, cuando se trate de esta clase de títulos, y, si ellos no fueren suficientes, sobre los recursos de la participación para educación del Sistema General de Participaciones-.

A efecto de cerrar la imputación enrostrada al disciplinado, se le reprochó la trasgresión de lo dispuesto en el numeral 1º del artículo 91 de la Ley 715 de 2001 donde –de similar- manera se establece la inembargabilidad de los recursos provenientes del sistema general de participaciones cuando estableció que “por su destinación social constitucional, estos recursos no pueden ser sujetos de embargo, titularización u otra clase de disposición financiera”, regulación normativa que fue declarada constitucional condicionada en la sentencia C-566/03 bajo la siguiente consideración:
“Así las cosas, la Corte declarará la  exequibilidad  de la  expresión “estos recursos no pueden ser sujetos de embargo” contenida  en el primer inciso del artículo 91 de  Ley 715 de 2001, en el entendido que  los créditos  a cargo de las entidades territoriales  por actividades propias de cada uno de los sectores a los que se destinan los recursos del sistema general de participaciones (educativo, salud y propósito general), bien sea que consten  en sentencias o en otros títulos legalmente válidos  que contengan una obligación clara, expresa y actualmente exigible que emane del mismo título,  deben ser pagados mediante  el procedimiento que señale la ley y que transcurrido el término  para que ellos sean exigibles, es posible adelantar  ejecución, con embargo, en primer lugar, de los recursos del presupuesto destinados al pago de sentencias o conciliaciones, cuando se trate de esa clase de títulos, y, si ellos no fueren suficientes, de los recursos  de la participación  respectiva, sin que puedan verse comprometidos los recursos de las demás participaciones”.
Así las cosas del estudio precedente, resulta imperativo extraer las siguientes conclusiones: 
(i).- La Ley 550 de 1999 busca la recuperación financiera de las entidades territoriales que se encuentren en serias dificultades para atender sus obligaciones con la población y con sus acreedores; 
(ii).- El acuerdo de reestructuración no constituye entonces una forma de extinción de las obligaciones y créditos a cargo de las entidades territoriales que acudan a él. Por el contrario, su pretensión es la de recuperar la entidad y organizar el pago de las obligaciones con sus acreedores;
(iii).- La limitación jurídica de no iniciar procesos de ejecución, ni embargos de los activos, son medidas razonables y proporcionadas, coherentes con la finalidad de la Ley 550 de 1999 y con la necesidad de recuperación institucional de las entidades territoriales encargadas de garantizar la atención de las necesidades básicas de la población, sin que constituyan una forma de extinción de las obligaciones a cargo de los departamentos, distritos y municipios sino un mecanismo para poder cumplir con ellas, en la medida en que se recupere la capacidad de gestión administrativa y financiera de la respectiva entidad territorial. 
(iv).- El numeral 13 del artículo 58 de la Ley 550 de 1999 debe interpretarse de manera sistemática y no aislada a efecto de darle sentido a la regulación que allí se establece.
(v).- Los recursos administrados en las cuentas donde se depositan los dineros provenientes del Sistema General de Participaciones destinados a cubrir el servicio de salud a cargo del Estado Social de Derecho, tal como lo dispone el contenido de la Ley 715 de 2001, son inembargables y sólo se admite la procedencia de medidas provisionales conforme a las reglas establecidas por la misma jurisprudencia constitucional.
De la misma forma se ha referido al tópico de autonomía funcional esgrimido por el disciplinado en el escrito de apelación, donde hace referencia a la improcedencia de procesos disciplinarios contra funcionarios judiciales por la libre y autónoma interpretación de la normatividad:

7.2.- Corrección formal/sustancial a los criterios de interpretación usados como fundamento de la decisión adoptada por el juez inculpado.-

Tal como se anotó en precedencia, la independencia de las ramas del poder público en un marco de colaboración armónica existente entre ellas (art. 113 C.P.), se convierte en uno de los pilares fundantes del Estado Social de Derecho planteado en la Constitución Política y dentro de las consecuencias que irradia este postulado se encuentra el reconocimiento constitucional de la autonomía judicial (arts. 228 y 230 C.P.) principio que conforme a la jurisprudencia constitucional alcanza cómo dimensión
, la independencia de los operadores judiciales, lo cual traduce que la resolución de los asuntos de su competencia es ajena de presiones, insinuaciones, recomendaciones o exigencias de otras autoridades públicas, bajo el entendido que el ejercicio de la función de administrar justicia está sometida -única y exclusivamente- a las normas válidas de derecho y dentro de ellas debe dar prevalencia a la aplicación de las disposiciones contenidas en el texto constitucional.

En efecto, de cara a lo alegado por el inculpado en el escrito de apelación e igualmente atendiendo la lógica conceptual propia desde la cual se desarrolló la investigación disciplinaria, se tiene que para la resolución de la materia sujeta a examen, resulta imprescindible analizar su situación a partir de los límites propios a la autonomía judicial, sin desconocer que aunque la Carta Política reconoce la independencia de los jueces, no por ello sus decisiones pueden desligarse de los principios y valores constitucionales, por tanto existen fronteras y/o límites que circunscriben la competencia hermenéutica de los operadores judiciales una de los cuales está constituida por la observancia de las reglas de validez de la labor interpretativa propia de la decisión judicial.

Por ello, el cumplimiento lógico de las reglas que definen los criterios de argumentación salvaguarda la independencia judicial siempre y cuando los mismos sean utilizados de manera correcta, lo anterior implica que toda interpretación que no sea conforme a la Constitución debe ser descartada por carecer de validez sustancial e igualmente –se reitera- que ante dos interpretaciones posibles de una norma, el juez debe inclinarse por aquella que en forma manifiesta resulte más adecuada a los mandatos superiores y optimice de manera eficaz sus contenidos.
Como consecuencia de lo anterior, se infiere que una interpretación que reconozca los contenidos constitucionales debe estar acorde con ciertas reglas de cuya comprobación se deriva la validez del ejercicio hermenéutico y desde ahí se descarta la ausencia de arbitrariedad
 en lo decidido y a partir de tal determinación calificar una decisión judicial como ajustada a derecho o por el contrario alejada de tales parámetros evento en el cual se justifica la imposición de sanción por parte del fallador disciplinario, por contrariar la misma el sistema jurídico.

En tal orden de ideas, se entiende que una decisión es razonable cuando las conclusiones resultantes de la interpretación del texto normativo legal son admisibles y demuestran cierto grado de corrección formal/sustancial, juicio que se verifica a través de su consonancia con el catálogo de principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución, por lo tanto, una decisión judicial es arbitraria, cuando la conclusión a la que llega el intérprete, no es lógicamente compatible con el contenido de la norma aplicada
 y es desde tal presupuesto que la actividad judicial debe demostrar -a través de una argumentación mínima y suficiente- que dicha conclusión puede imputarse razonablemente del texto jurídico utilizado como “premisa mayor”, por tanto, en caso que esta situación no pueda verificarse, se está ante una ejercicio hermenéutico indebido que sólo pretende incluir en la decisión “las simples inclinaciones o prejuicios de quien debe resolver el asunto”
.

En conclusión, la arbitrariedad de una decisión judicial comporta el desconocimiento -por el juez- de normas de mayor jerarquía, entre ellas y en un lugar preeminente los postulados contenidos en la Carta Política, como consecuencia –de cara a la potestad sancionadora del Estado- el desborde de la discrecionalidad interpretativa genera la posibilidad que dicho proceder se indague por la facultad disciplinaria, sin que pueda afirmarse que la misma encuentra justificación al amparo de la garantía constitucional de la autonomía funcional, por cuanto –tal como ocurre en el presente caso- no puede el juez laboral entrar a co-administrar el manejo del presupuesto estatal, pues dicha determinación desborda los marcos ordinarios de competencias al interior del Estado Social de Derecho y ubica a los jueces en un campo funcional para el cual no están establecidos, pues su función, no se encuentra establecida para tal propósito y tal fue la intención con la cual se expidió la Ley 550 de 1999, esto es permitir que las entidades territoriales pudieran atender de manera racional el cúmulo de deudas que pesan sobre su administración.

Es decir, si bien es cierto que el juez goza de un rol protagónico al interior del Estado Social de Derecho, por cuanto le corresponde garantizar la eficacia de los derechos fundamentales, también lo es, que dicha tarea debe ser contextualizada dentro de las racionalidades propias de las formas jurídicas, mismas que le obligan a adoptar las decisiones conforme a los cauces propios del régimen de competencias establecidos en la Constitución y en consonancia con los procedimientos establecidos para el efecto.

Bajo el anterior panorama conceptual, procede la Sala a identificar las inconsistencias en la estructura argumentativa de la decisión censurada al  inculpado, mismas que son del siguiente tenor:

(i).- Aduce el disciplinado que la providencia con la cual embargó los recursos del Sistema General de Participaciones –Sector Educación- del Departamento del Chocó, encuentra justificación a la luz de lo dispuesto en el numeral 9º del artículo 34 de la Ley 550 de 1999, razonar que no puede ser avalado toda vez que la misma es una norma que tiene como ámbito de validez las personas jurídicas de derecho privado, pues sólo basta reparar en lo establecido en la parte inicial de dicha norma para identificar que la misma se dirige a “las empresas” como unidad económica que ante la difícil situación financiera adoptan por dar aplicación al plan de reestructuración de pasivos.

Conforme a lo anotado, el inculpado con dicho proceder desconoce –abiertamente y de manera dolosa- que al interior del mismo cuerpo normativo, existe una disposición jurídica de contenido especial que regula integralmente lo relacionado con la “reestructuración de pasivos de las entidades territoriales” y es dentro de dicho Título V que se ubica la norma imputada como lesionada, misma en la cual, se establece que durante su trámite “no habrá lugar a la iniciación de procesos de ejecución ni embargos de los activos y recursos de la entidad”.
En efecto, a diferencia de lo sostenido por el a quo, la Sala considera que en el razonar jurídico del inculpado, no existe desconocimiento de la regla de interpretación, según la “norma especial prima sobre la regla de orden general”, toda vez que en el sub lite se observa es la utilización de una norma jurídica que no tiene las condiciones normativas a efecto de regular de manera concreta la situación fáctica a decidir, pues el juicio formal de escogencia entre una norma de contenido abstracto, con otra de carácter concreto, parte de la probabilidad que las dos prescripciones resultan –razonablemente- aplicables al caso, pero en el asunto sometido a decisión de lo dispuesto en el numeral 9º del artículo 34 de la Ley 550 de 1999, no tiene la más mínima posibilidad de regular lo relacionado con el embargo de las cuentas de entidades territoriales que se encuentren dentro del plan de restructuración de pasivos, pues la misma gobierna lo ocurrido en empresas de carácter privado y en tal sentido su aplicación se ofrece carente de toda razonabilidad que revista de validez a la decisión adoptada.

En tal sentido, dicho ejercicio interpretativo no se atempera a los cánones mínimos que orientan una aplicación razonable del derecho, toda vez que se dio aplicación a una norma jurídica que no tiene dentro de su ámbito de regulación lo relacionado con las entidades territoriales y en tal sentido se ubica en el campo de una decisión arbitraria, por abierto desconocimiento de los contenidos constitucionales y legales e igualmente de cara al derecho disciplinario implica un desconocimiento al deber establecido en el numeral 1º del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, tal como se reprochó por la Sala de instancia desde el pliego de cargos hasta la sentencia cuestionada con la presente alzada.

(ii).- A lo anterior se suma que la misma jurisprudencia constitucional a la cual acude el disciplinado -como argumento defensivo- le exige la obligación de efectuar una interpretación sistemática de lo dispuesto en el numeral 13º del artículo 58 de la Ley 550 de 1999 y no limitarse a desarrollar una lectura sesgada de dicha disposición normativa, deber que no acató y fue a partir de tal consideración que estimó plausible la aplicación del dispositivo jurídico contenido en el numeral 9º del artículo 34 del citado cuerpo normativo, por tanto, la decisión censurada se ofrece arbitraria en cuanto implica apartarse de los criterios jurisprudenciales definidos por la Corte Constitucional al momento de declarar la exequibilidad de la norma que debía aplicar al caso de los embargos de las cuentas de entes territoriales que se encuentren en el plan de reestructuración de pasivos y es a partir de dicha arista conceptual que la misma debe ser calificada de arbitraria al desatender de forma abierta los parámetros a partir de los cuales se le debe dar sentido a las disposiciones jurídicas en referencia.

(iii).- Ahora bien, en cuanto hace referencia a la interpretación de las disposiciones imputadas como trasgredidas y contenidas en el artículo 18 e inciso 1º del artículo 91 de la Ley 715 de 2001, solo impera afirmar que por expresa disposición legal, las cuentas que manejan recursos del sistema general de participaciones son inembargables, por tanto, bastaba al funcionario realizar una simple lectura de las mismas para concluir que sobre tales recursos, no era procedente decretar medida provisional alguna, prohibición a la cual se arriba sin necesidad de realizar ejercicios hermenéuticos de alta densidad conceptual, toda vez que a dicha conclusión se arriba atendiendo la literalidad misma de las normas que regulan la materia, situación que era conocida por el disciplinario toda vez que dichos argumentos fueron expuestos por el apoderado del ente territorial ejecutado en sus diferentes intervenciones procesales a lo largo del ejecutivo laboral antes referido.

Razonar en contrario implica ir en contravía de la centenaria regla de interpretación legal donde se exige que “cuando el sentido de la ley sea claro, no se desatenderá su tenor literal a pretexto de consultar su espíritu” (art. 7º del C.C.), por tanto, ante la precisión conceptual de las normas imputadas desde donde se define la inembargabilidad de las cuentas del sistema general de participaciones, no le era permitido al juez inculpado realizar ejercicios de ponderación axiológica a través de los cuales fabricó –artificialmente - un aparente conflicto de principios constitucionales, pues a dicho razonar se acude cuando se está ante una implicación en contrario de valores superiores que de manera razonable pueden aplicarse al caso sometido a decisión, situación que no se estructura en el presente caso atendiendo la claridad conceptual de la regla a aplicar, más cuando la misma jurisprudencia constitucional al establecer la constitucionalidad condicionada de las citadas disposiciones consideró ajustada a la Carta Superior, la decisión del legislador de limitar –temporalmente- la posibilidad de ejecutar deudas solicitando el embargo de cuentas bancarias del sistema general de participaciones.

Si bien es cierto que los funcionarios judiciales dentro de la autonomía funcional que le otorga la Constitución y la Ley, adoptan las decisiones dentro de los procesos sometidos a su conocimiento, también lo es, que la jurisprudencia de esta Sala ha señalado que cuando se encuentre flagrante y abierta contrariedad entre la interpretación y los mandatos legales, esa autonomía funcional no es absoluta.

En efecto, es evidente para esta Sala Dual la inobservancia de las normas antes referidas por parte del investigado, y consecuente con ello considera acertada la sanción impuesta por la Sala de instancia conforme los elementos de índole probatorio adosados que orientan a la demostración objetiva y subjetiva de la conducta reprochada disciplinariamente, sin que se encuentren desvirtuadas y mucho menos justificadas; valoración suficiente para que esta Colegiatura proceda a confirmar la providencia apelada en el caso sub examine. 
En cuanto a la modalidad de su comportamiento ha de confirmarse que es a título de culpa grave dolosa, tal como la calificó el a quo, pues dada la condición de sujeto disciplinable calificado, como la del Juez FRANCISCO ANTONIO MENA CASTILLO, es fácil concluir que fue su querer y actuó de manera consciente y voluntaria, al librar mandamiento de pago y ordenar el correspondiente embargo de las cuentas y pasivos del ente territorial, dentro del proceso ejecutivo laboral Nº 2006 00148, cuando por expresa disposición legal y constitucional, le era inviable decretar tales situaciones, ocasionando con ellos un evidente detrimento patrimonial al departamento del Chocó; pues no es dable que un profesional del derecho, que ostenta investidura como administrador de justicia y que lleva varios años en el ejercicio del cargo y similares, desconozca la manera como debe acatarse la normatividad vigente respecto de que bienes pueden y no pueden ser objeto de embargo judicial, no otra cosa se desprende de la ausencia de pruebas a partir de las cuales pueda justificarse su incumplimiento a la normatividad, que como se dijo en precedencia no puede escudarse en el principio de autonomía judicial, pues éste último tiene dentro de sus límites precisamente el no ir en contravía de la Constitución y las Leyes. 

Sanción:
Ahora bien, en cuanto a la sanción impuesta en primera instancia, esto es, suspensión en el ejercicio del cargo por el término de 12 meses e inhabilidad para ejercer cargos públicos durante ese mismo término, esta Superioridad considera que no resulta procedente confirmarla, dado que si bien se trató de una falta grave dolosa, y en los términos del artículo 44 de la Ley 734 de 2002 le corresponde suspensión e inhabilidad especial, atendiendo el daño social de su comportamiento, que ocasionó el detrimento al patrimonio económico de los recursos propios del Departamento del Chocó, la dosificó equivocadamente teniendo en cuenta los antecedentes disciplinarios, cuando la primera sanción le fue impuesta al funcionario el 30 de junio de 2010, es decir, tres años después, de tal manera que no es posible considerar los antecedentes como causal de agravación para aumentar la sanción.

Por tal razón, el quantum de la suspensión e inhabilidad fijada en la primera instancia no es acertado, pues la falta imputada se extendió hasta el 11 junio de 2007, cuando renunció a seguir conociendo del proceso por la recusación que le hiciese la Procuraduría, saliendo el mismo de la órbita de su competencia, pues el requisito es que se tengan en cuenta los antecedentes disciplinarios anteriores a la ocurrencia de los hechos, motivo por el cual se rebajará la sanción a SEIS (6) meses de suspensión en el ejercicio del cargo e inhabilidad especial por el mismo lapso, debiéndose tener en cuenta que la suspensión se convertirá en multa equivalente a salarios de acuerdo al monto de lo devengado por el investigado para la época de los hechos (marzo y abril de 2008), previsión que se hace teniendo en cuenta que el doctor MENA CASTILLO ya no se desempeña como Juez Primero Laboral del Circuito de Quibdó, conforme lo establece el artículo 46 de la Ley 734 de 2002.

En mérito de lo anteriormente expuesto, la Sala dual sexta Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,
RESUELVE

PRIMERO: NEGAR la prescripción dado que su última actuación fue del 11 de julio de 2007, cuando el disciplinado se declaró impedido para seguir conociendo del caso por la recusación que le hizo la Procuraduría.

SEGUNDO: MODIFICAR la sentencia de fecha 19 de agosto de 2011
, proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Choco, la cual quedará así:

A) CONFIRMAR la responsabilidad disciplinaria del doctor FRANCISCO ANTONIO MENA CASTILLO, en su condición de Juez Primero Laboral del Circuito de Quibdó, por la falta consistente en el incumplimiento del deber descrito en el numeral 1° del artículo 153 de la ley 270 de 1996, por no dar aplicación al artículo 58 numeral 13 de la Ley 550 de 1999, artículos 18 e inciso primero del artículo 91 de la Ley 715 de 2001, artículo 19 del Decreto 111 de 1996 y 63 de la Constitución Nacional.
B)  REBAJAR la sanción a SEIS (6) MESES DE SUSPENSIÓN EN EL EJERCICIO DEL CARGO, e INHABILIDAD ESPECIAL por el mismo término, convertible en multa equivalente a la cantidad de salarios devengados para la época de los hechos, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.

TERCERO: REGÍSTRESE esta sanción en los libros correspondientes de la Procuraduría General de la Nación, conforme lo establece el artículo 220 de la Ley 734 de 2002, y comuníquese a las autoridades correspondientes.
CUARTO: DEVOLVER el expediente al Consejo Seccional de Origen para que en primer lugar, notifique a todas las partes dentro del proceso y en segundo lugar, cumpla lo dispuesto por la Sala dual sexta de decisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

                             PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO
   
   

Magistrado
    HENRY VILLARRAGA OLIVEROS

            Magistrado

Este documento fue creado a partir del original obtenido en el Consejo Superior de la Judicatura.
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� Artículos 122, 123 y 124 Constitución Política.


� Artículo 22 de la Ley 734 de 2002.


� Artículo 28 CDU.


� Artículo 38 de la Ley 200 de 1995.


� Al respecto, la  SALA DUAL QUINTA DE DECISIÓN, en fallo adiado 12 de diciembre de 2011, siendo Magistrado Ponente el Doctor JORGE ARMANDO OTÁLORA GÓMEZ, dentro del Radicado No. 27011102000200700164  02. Se confirmó la sanción impuesta a este mismo funcionario consistente en 12 meses de suspensión en el ejercicio del cargo.


� La norma citada se demandó con posterioridad y la Corte Constitucional declaró la existencia de cosa juzgada constitucional en las sentencias C-061/10 y C-519/02 donde dispuso estarse a lo resuelto en la providencia C-492/02.


�    En la ponencia para segundo debate en la Cámara se dijo que “La Ley 550 se aprueba para enfrentar la crisis económica generalizada y para garantizar el cumplimiento de la función social de la empresa y la prestación de los servicios a cargo de las entidades territoriales, para lo cual propone “un marco legal que propicie la reactivación de las empresas y la reestructuración de los pasivos financieros de los entes territoriales, junto con otros mecanismos orientados a complementar y propiciar acuerdos de reestructuración de empresas viables y, como tales, capaces de generar empleo” (Gaceta del Congreso No. 550 del martes 14 de diciembre de 1999, pág. 1). 


� De acuerdo con el numeral 7, el orden de prioridad para los gastos corrientes de la entidad territorial que celebre el acuerdo de reestructuración es el siguiente: a) mesadas pensionales; b) servicios personales; c) transferencias de nómina; d) gastos generales; e) otras transferencias; f) intereses de deuda; g) amortizaciones de deuda; h) financiación del déficit de vigencias anteriores, e i) inversión. 


� En la ponencia para primer debate –Cámara se señaló lo siguiente: “Finalmente, un aspecto del proyecto que merece especial atención es que permite también la normalización y la reestructuración de los créditos de los entes territoriales, sin lo cual la propuesta de reactivación no estaría completa, dado que la actividad empresarial resulta directamente afectada por la situación financiera de las entidades de las que forman parte. Como se advierte en la exposición de motivos del proyecto de ley, ‘El desarrollo armónico de las regiones que debe propiciar el Estado a través de la intervención económica no puede darse sin que, tanto las empresas como las respectivas entidades territoriales puedan desenvolverse en forma normal, máxime si ambas se nutren del crédito institucional’.  Las dificultades financieras de las entidades territoriales, originadas principalmente por haber adquirido deudas cuya cancelación excede considerablemente su capacidad de pago, afectan sensiblemente a la estabilidad del sector financiero, pues casi una cuarta parte de su cartera está colocada en dichas entidades. En tal sentido, resulta urgente la adopción de medidas, incluso de carácter constitucional, para la búsqueda de una solución permanente al grave desequilibrio estructural de las finanzas territoriales”. (Gaceta del Congreso No. 543 del lunes 13 de diciembre de 1999, pág. 3).  


� En la ponencia para segundo debate –Cámara se dijo que: “Los fines buscados por el legislador con la aprobación del correspondiente proyecto de ley se refieren a la necesidad de promover y facilitar a las entidades territoriales el cumplimiento de sus obligaciones con los acreedores, circunstancia que se evidencia desde la misma descripción del título de la ley. En la discusión del proyecto de ley estuvo presente tanto la preservación del principio de autonomía de las entidades territoriales como la finalidad de sanear su situación financiera. En la ponencia para segundo debate en la Cámara de Representantes se señaló que “una vez revisado y modificado el testo presentado en el proyecto del Gobierno se pone a consideración de la plenaria en la forma que se transcribe más adelante, dejando a salvo la autonomía de las entidades territoriales y buscando, con la coordinación del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, su saneamiento financiero”. (Gaceta del Congreso No. 550 del martes 14 de diciembre de 1999, pág. 5). 


�    Gaceta del Congreso No. 550 del martes 14 de diciembre de 1999, pág. 2.


�   En el numeral 11 del artículo 58 de esta ley se señala que “El acuerdo de reestructuración será celebrado entre la entidad territorial y los acreedores externos” y, para garantizar la efectividad del acuerdo, el numeral 10 dice que “Corresponderá al Ministerio de Hacienda y Crédito Público y a la respectiva entidad territorial, determinar las operaciones que puede realizar la entidad territorial a partir del inicio de la negociación y que sean estrictamente necesarias para evitar la parálisis del servicios y puedan afectar derechos fundamentales”. Lo anterior se complementa con lo dispuesto en el numeral 15, según el cual “Una vez se suscriba el acuerdo de reestructuración y durante la vigencia del mismo, la entidad territorial no podrá incurrir en gasto corriente distinto del autorizado estrictamente (en) el acuerdo para su funcionamiento y el ordenado por disposiciones constitucionales”.


�   Cfr. Corte Constitucional. Sentencias C-546 de 1992, Ms. Ps. Ciro Angarita Barón y Alejandro Martínez Caballero; C-337 de 1993, M.P. Vladimiro Naranjo Mesa; C-103 de 1993, M.P. Jorge Arango Mejía, y C-263 de 1994, M.P. José Gregorio Hernández Galindo. 


�   Claro está que el legislador, si bien dispone de un amplio margen de configuración legislativa en materia económica, no por ello está exento de atender los límites fijados en la Constitución, que reconocen principios, valores y derechos. “En tal virtud, debe atender a límites tales como: el principio del reconocimiento de la dignidad humana, la vigencia y efectividad de los derechos constitucionales fundamentales de las personas, el principio de la seguridad jurídica, el derecho a la propiedad, el acceso a la justicia como medio para lograr la protección de sus derechos violados o desconocidos por el Estado, y la necesidad de asegurar la vigencia de un orden justo. Es decir, que al diseñar las respectivas normas el legislador debe buscar una conciliación o armonización de intereses contrapuestos: los generales del Estado tendientes a asegurar la intangibilidad de sus bienes y recursos y los particulares y concretos de las personas, reconocidos y protegidos constitucionalmente”. Corte Constitucional. Sentencias C-546 de 1992, Ms. Ps. Ciro Angarita Barón y Alejandro Martínez Caballero.  


�   De acuerdo con la definición contemplada en el artículo 128 de la Constitución Política, los recursos a que alude la norma impugnada hacen parte del tesoro público y deben ser igualmente objeto de protección. Con tales propósitos, como lo ha indicado la Corte en diferentes oportunidades, la inembargabilidad busca ante todo proteger los dineros del Estado -en este caso los de las entidades territoriales- para asegurar en esa forma que se apliquen a los fines de beneficio general que les corresponden, haciendo realidad el postulado de prevalencia del interés común plasmado en el artículo 1º de la Carta. Cfr. Sentencias C-546 de 1992, Ms. Ps. Ciro Angarita Barón y Alejandro Martínez Caballero; C-103 de 1994, M.P. Jorge Arango Mejía y C-263 de 1994, M.P. José Gregorio Hernández Galindo. 


�   Cfr.  Corte Constitucional. Sentencia C-263 de 1994, M.P. José Gregorio Hernández Galindo 


� Cfr. Corte Constitucional, Sentencias C-1643/00, M.P. Jairo Charry Rivas y C-037/96 M.P. Vladimiro Naranjo Mesa.


� Cfr. Corte Constitucional, Sentencia T-546/02  M.P. Eduardo Montealegre Lynett. 


� Cfr. Corte Constitucional, Sentencia T-114/02  M.P. Eduardo Montealegre Lynett.


� Corte Constitucional, Sentencia T-607/00 M.P. Carlos Gaviria Díaz.


� ...”Artículo  46. Límite de las sanciones.(...)La suspensión no será inferior a un mes ni superior a doce meses. Cuando el disciplinado haya cesado en sus funciones para el momento de la ejecutoria del fallo o durante la ejecución del mismo, cuando no fuere posible ejecutar la sanción se convertirá el término de suspensión o el que faltare, según el caso, en salarios de acuerdo al monto de lo devengado para el momento de la comisión de la falta, sin perjuicio de la inhabilidad especial.�...”





� Folios 80 al 96
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